Puerto Vallarta, Jalisco a 18 de Septiembre  del Año 2009 

SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA    

ADMINISTRACIÓN LOCAL JURÍDICA DE INGRESOS

DE PUERTO VALLARTA, JALISCO
AVE. FRANCISCO VILLA # 1292
COL. ARALIAS      C. P. 48328
P R E S E N T E: 

                                                                      ASUNTO: Se solicita revocación del crédito No 190166,  189761,                                  190163 Y 189764
                                                                                   R.F.C. PEMA640112E65
                                                                                   CURP PEMA640112MNTXCL09
PEÑA MACEDO ALMA LETICIA, con domicilio fiscal ubicado en: los Tules # 116, colonia Diaz Ordaz, codigo postal  48310, en Puerto Vallarta Jalisco, mismo que señalo para oir y recibir todo tipo de notificaciones.,  con R.F.C. PEMA640112E65, por mi propio derecho y basado en los artículos 8° Constitucional 18, 31 y 122 del Código Fiscal de la Federación, manifiesto y expongo lo siguiente: 

Que con fundamento en los  Artículos 18, 116, 117 Fracción I, 120, 121, 122, 126 y demás aplicaciones al Código Fiscal de La Federación, Articulo 71 fracción XII y XVII, Articulo 74 fracción I y 75 fracción I del Interno de la Secretaria de Hacienda y Crédito Publico INTERPONGO RECURSO DE REVOCACION, en contra de la resolución contenida en los documentos con No. Crédito 190166, y No. Control 151669A7888893, con importe de $ 980.00 Pesos (Novecientos Ochenta Pesos M. N.),  el No. CREDITO 189761, No. Control 161669A7885890 con importe de $ 980.00 Pesos (Novecientos Ochenta Pesos M. N.),  el No. Credito 190163, y No. Control 151669A7888937, con importe de $ 980.00 Pesos (Novecientos Ochenta Pesos M. N.), y el No. CREDITO 189764, No. Control 161669A7885907 con importe de $ 980.00 Pesos (Novecientos Ochenta Pesos M. N.) , para tal efecto, el presente Recurso se hace valer ante esa H. Autoridad en su carácter de oficina ejecutora de acuerdo con lo establecido en el Articulo 126 del Código Fiscal de la Federación, ya que en dicho procedimiento no se ajusto a lo establecido en el Articulo 38 fracción IV del mencionado Código Fiscal de la Federación, causa por la cual presentaría un menoscabo en mi patrimonio por lo que procede se deje sin efecto la resolución que se recurre.

HECHOS

I. – Ser persona fisica debidamente inscrita en el Registro Federal de  Contribuyentes

II. -Con fecha del 17 de Junio del Año 2009, se recibió Requerimiento de Obligaciones Omitidas con numero de control  No. 401669CH000050, por no haber presentado la Declaración de Pago Provisional Mensual  del ISR Personas Físicas con Actividades empresariales y Profesionales del Periodo de Marzo del 2009, Declaración de Pago Provisional Mensual  del ISR Personas Físicas con Actividades empresariales y Profesionales del Periodo de Abril del 2009, Declaración de Pago Provisional Mensual  del Impuesto Empresarial a Tasa Unica del periodo de Marzo del 2009, Declaración de Pago Provisional Mensual  del Impuesto Empresarial a Tasa Unica del periodo de Abril del 2009.
Posteriormente fueron entregadas cuatro multas con los No. Crédito 190166, 189761, 190163 y 189764, las cuales determinan para este acto un crédito Fiscal.

AGRAVIOS:

PRIMERO. El acto que se impugna es ilegal y viola lo establecido en el artículo 38 fracción IV en relación con el artículo 16 Constitucional, porque carece de la debida fundamentación y motivación. 

Lo anterior toda vez que los fundamentos expuestos por la autoridad no son exactamente aplicables al caso concreto, ya que para la emisión del crédito fiscal que se impugna la Autoridad fundamenta su actuación en los artículos 81 fracción I del Código Fiscal de la Federacion para señalar la conducta que pretende sancionar y el artículo 82 fracción I inciso a) del Codigo Fiscal de la Federacion para imponer la sanción a esa conducta. 

Sin embargo, no existe ninguna relación entre la conducta tipificada como infracción y la sanción que pretende aplicarse, por lo tanto la fundamentación de este acto es incorrecta, pues para que exista una adecuada fundamentación de un acto de Autoridad, es necesario que en los mismos, se señalen los preceptos legales exactamente aplicables al caso concreto, situación que en el presente caso no aconteció pues para la imposición de la multa, se me pretende sancionar aplicando una disposición que no corresponde a la conducta cometida y más bien se pretende aplicar por analogía o por extrapolación de una situación a otra una sanción distinta, lo que en nuestro sistema de derecho es ilegal, tal y como se ha declarado en diversas tesis y jurisprudencias. 

En efecto, en el contenido del crédito fiscal se precisa lo siguiente: 

	Cita:

	“EL SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA DETERMINO MULTA POR HABER PRESENTADO LA OBLIGACION DEL PAGO CORRESPONDIENTE AL MES DE ______ DE ________, A REQUERIMIENTO DE LA AUTORIDAD …”




La Autoridad señala que la conducta consistente en haber presentado la obligación de pago a requerimiento de la Autoridad, debe ser sancionada, y para estos efectos señala en el apartado de sanciones lo siguiente: 

	Cita:

	"SANCION 
ARTICULO 82 FRACCION I INCISO a) …"




Pero al analizar el contenido del inciso a) de la Fracción I del Artículo 82 en el que fundamenta la sanción a aplicar, encontramos que dice lo siguiente: 

	Cita:

	“Artículo 82.- A quien cometa las infracciones relacionadas con la obligación de presentar declaraciones, solicitudes o avisos, así como de expedir constancias a que se refiere el Artículo 81, se impondrán las siguientes multas: 

I. Para la señalada en la fracción I: 

a) De $860.00 a $10,720.00, tratándose de declaraciones, por cada una de las obligaciones no declaradas.” 




En este sentido, es clara la redacción del inciso a) fracción I del artículo 82, al señalar que será aplicable esta sanción, por cada una de las obligaciones no declaradas. 

En el presente caso, como se señaló anteriormente, la conducta que se pretende sancionar es la de “Haber presentado la obligación del pago correspondiente al mes de _______ de _____ a requerimiento”, de donde se desprende que fue presentada una declaración, por lo tanto no es posible que se pretenda sancionar la conducta de presentar declaraciones con una disposición que sanciona el no haber presentado declaraciones, es decir, con el inciso a) fracción I del artículo 82 del Código Fiscal de la Federación. 

Es de señalarse que si bien es cierto la conducta consistente en presentar declaraciones, solicitudes, avisos o constancias a requerimiento de las autoridades fiscales está tipificada como una conducta infractora según el artículo 81 Fracción I del Código Fiscal Federal, en el Artículo 82 Fracción I no existe sanción alguna para esta conducta, por lo que no es punible. 

Para una mejor comprensión habré de desglosar en incisos los diferentes supuestos que considera el artículo 81 Fracción I, como infracciones: 

	Cita:

	a) No presentar las declaraciones, las solicitudes, los avisos o las constancias que exijan las disposiciones fiscales, 
b) o no hacerlo a través de los medios electrónicos que señale la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
c) o presentarlos a requerimiento de las autoridades fiscales. 
d) No cumplir los requerimientos de las autoridades fiscales para presentar alguno de los documentos o medios electrónicos a que se refiere esta fracción, 
e) o cumplirlos fuera de los plazos señalados en los mismos.




Sin embargo el artículo 82 Fracción I establece que se impondrán únicamente multas a las conductas señaladas en la fracción I del Artículo 81 de la siguiente forma: 

	Cita:

	a) De $860.00 a $10,720.00, tratándose de declaraciones, por cada una de las obligaciones no declaradas. Si dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se presentó la declaración por la cual se impuso la multa, el contribuyente presenta declaración complementaria de aquélla, declarando contribuciones adicionales, por dicha declaración también se aplicará la multa a que se refiere este inciso. 

b) De $860.00 a $21,430.00, por cada obligación a que esté afecto, al presentar una declaración, solicitud, aviso o constancia, fuera del plazo señalado en el requerimiento o por su incumplimiento. 

c) De $8,220.00 a $16,430.00, por no presentar el aviso a que se refiere el primer párrafo del artículo 23 de este Código. 

d) De $8,780.00 a $17,570.00, por no presentar las declaraciones en los medios electrónicos estando obligado a ello, presentarlas fuera del plazo o no cumplir con los requerimientos de las autoridades fiscales para presentarlas o cumplirlos fuera de los plazos señalados en los mismos. 

e) De $880.00 a $2,810.00, en los demás documentos.




Como puede observarse en ninguno de estos incisos se contempla una sanción para la conducta de PRESENTAR DECLARACIONES A REQUERIMIENTO DE AUTORIDAD, pues solo contempla sanciones para la no presentación, el incumplimiento, y el cumplimiento fuera del plazo señalado. 

En este sentido basándonos en lo que dispone el artículo 5 del Código Fiscal de la Federación, la aplicación de las disposiciones fiscales que establecen infracciones y sanciones a los particulares debe ser estricta, lo que en el presente caso no aconteció, pues se pretende sancionar una conducta con un precepto legal que no es exactamente aplicable al caso concreto. 

Por las anteriores razones, procede se dejen sin efectos los actos que se impugnan, al carecer de la debida fundamentación y motivación.
Segundo.- En el documento que constituye el acto administrativo cuya cancelación se solicita por ser improcedente de acuerdo al Articulo 38 fracción IV del Código Fiscal de la Federación, representando un menoscabo en mi patrimonio determinada por la autoridad.

Tercero.- Que viola en mi perjuicio los Artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que no existe mandamiento escrito de la autoridad que este fundado y motivado.  

Cuarto.- Anexo al presente escrito las PRUEBAS documentales públicas emitidas por la Administración Local de Recaudación de Puerto Vallarta, Jalisco, que es la autoridad que emitió el acto impugnado, y ofrezco como prueba el  Requerimiento de Obligaciones Omitidas con numero de control  No. 401669CH000050, Formulario de pago FMP-1 emitido por la A.L.R M68 correspondiente al crédito No 189764, Formulario de pago FMP-1 emitido por la A.L.R M68 correspondiente al crédito No 190166, Formulario de pago FMP-1 emitido por la A.L.R M68 correspondiente al crédito No 189761, Formulario de pago FMP-1 emitido por la A.L.R M68 correspondiente al crédito No 190163. 

Por lo anteriormente expuesto pido: 

PRIMERO.- Recibirme en tiempo y forma el presente escrito atento a los artículos 8° Constitucional, 18, 31, 116, 117, 120, 121, 122, 123 y 124 del Código Fiscal de la Federación, solicitando la revocación a los actos aquí relacionados, y de las multas y accesorios que de los mismos deriven, basados en el propio ordenamiento y en lo que me asiste por lo que desconozco en derecho derivado de las constantes modificaciones en materia fiscal, y de no contar con una asistencia jurídica y legal en el cumplimiento de todas y cada una de mis obligaciones. Asimismo se notifique a la Administración Local de Recaudación de Puerto Vallarta, Jalisco, que es la autoridad que emitió el acto impugnado. 

SEGUNDO.- Admitir las pruebas rendidas y ofrecidas, teniéndolas por desahogadas dada su naturaleza.

TERCERO.- La aplicación estricta del artículo 132 en su primero y segundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación que señala:

“La resolución del recurso se fundará en derecho y examinará todos y cada uno de los agravios hechos valer por el recurrente, teniendo la autoridad la facultad de invocar hechos notorios; pero cuando uno de los agravios sea suficiente para desvirtuar la validez del acto impugnado bastará con el examen de dicho punto.

La autoridad podrá corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos que se consideren violados y examinar en su conjunto los agravios, así como los demás razonamientos del recurrente, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en el recurso. Igualmente podrá revocar los actos administrativos cuando advierta una ilegalidad manifiesta y los agravios sean insuficientes, pero deberá fundar cuidadosamente los motivos por los que consideró ilegal el acto y precisar el alcance de su resolución.

CUARTO.- La aplicación de las siguientes:

JURISPRUDENCIA. ES OBLIGATORIA PARA LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS EN ACATAMIENTO AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE DIMANA DEL ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL. Si bien los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo que determinan la obligatoriedad de la jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno o en Salas y cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito, se refieren de manera genérica a órganos jurisdiccionales sin hacer mención a las autoridades administrativas, estas también quedan obligadas a observarla  y aplicarla, lo cual se deduce del enlace armónico con que se debe entender el texto del articulo 16, primer párrafo, de la Constitución Suprema; ello porque, por un lado, la jurisprudencia no es otra cosa sino la interpreatacion reiterada y obligatoria de la ley, es decir, se trata de la norma misma definida en sus alcances a traves de un procedimiento que desentraña su razon y su finalidad; y por el otro que de conformidad con el principio de legalidad que consagra la primera de las disposiciones constitucionales citadas, las autoridades estan obligadas a fundar y motivar en mandamiento escrito todo acto de molestia, o sea que deberan expresar con precision el precepto legal aplicable al caso, asi como las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del mismo. Por lo tanto, conjugando ambos enunciados, obvio es que para cumplir cabalmente con esta obligación constitucional, toda autoridad deberá aplicar no solamente al caso concreto, sino hacerlo de modo que esta ha sido interpretada con fuerza obligatoria por los órganos constitucional y legalmente facultados para ello. En conclusión, todas las autoridades, incluyendo las administrativas, para cumplir cabalmente con el principio de legalidad emanado del articulo 16 constitucional, han de regir sus actos con base en la norma, observando necesariamente el sentido que la interpretación de la misma ha sido fijado por jurisprudencia. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CUARTO CIRCUITO.

Revisión fiscal 27/98. Administrador Local Jurídico de Ingresos de Mérida. 1º de octubre de 1998. Unanimidad de votos. Novena Epoca.SJF. Tomo VIII, diciembre de 1998,p.1061.

NOTIFICACIONES .- LOS REQUISITOS LEGALES Y LA EXIGENCIA DE SU EXACTO CUMPLIMIENTO OBEDECEN A LA IMPORTANCIA DE LAS CONSECUENCIAS QUE PRODUCEN.- El exacto cumplimiento de los requisitos legales de las notificaciones no puede interpretarse como un simple formalismo para dificultar la actuación de la autoridad, sino como un procedimiento de cuya realización depende que se llegue a la convicción de que un particular tuvo conocimiento fehaciente de una resolución que lo afectaba y que si dentro del termino legal no utilizo la vía de defensa procedente, la consintió. No darle importancia al acto de notificación y a los requisitos que deben cumplirse es propiciar la indefensión de los particulares, lo cual es completamente contrario al texto del articulo 16 constitucional.

Revisión No 25/86.- Resuelta en sesión de 4 de diciembre de 1990 por unanimidad de 7 votos

Revisión No 1325/81.- Resuelta en sesión de 23 de junio de 1982, por mayoría de 5 votos y 1 en el sentido de que los agravios son inoperantes.

Revisión No 292/84.- Resuelta en sesión de 24 da octubre de 1984, por mayoría de 4 votos y 3 en contra.

Revisión No 2015/82.- Resuelta en sesión de 6 de noviembre de 1985, por mayoría de 8 votos y 1 mas con los resolutivos.

RTFF.3ª.Epoca.Año III.Diciembre de 1990.No 36, p.13.

RECURSOS ADMINISTRATIVOS.-FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN.-NO CUMPLE CON ESTE REQUISITO LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA QUE RECAE A UN RECURSO ADMINISTRATIVO SIN ANALIZAR LAS CONSIDERACIONES DE DERECHO QUE EN EL MISMO SE HICIERON VALER.-Cuando un particular se inconforma contra algún acto de molestia que afecta su esfera jurídica, mediante la interposición del recurso administrativo que corresponda, la autoridad que conozca del mismo deberá analizar cada uno de los razonamientos que en este se hayan hecho valer, ya que solo así motivara debidamente la resolución definitiva que llegue a emitir; situación que no sucederá cuando, en forma dogmática y tajante, deseche dichos argumentos por considerarlos infundados e insuficientes, y no exprese a la vez las razones y fundamentos que la hicieron concluir en ese sentido.

Revisión No 1356/80.- Resuelta en sesion de 17 de febrero de 1988, por unanimidad de 8 votos.

RTFF.3ª. Epoca.Año I. Febrero de 1988. No.2,pp.15 y 16.

RESOLUCIÓN DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS.-DEBE ANALIZARSE LOS CONCEPTOS DE AGRAVIO QUE PUEDAN DESVIRTUAR EN FORMA ABSOLUTA LA VALIDEZ DEL ACTO IMPUGNADO.-Resultaría inútil el recurso administrativo de revocación si en dicho medio de defensa se hacen valer conceptos de agravio que controvierten actuaciones realizadas dentro del procedimiento de fiscalización, y la resolutora omite su estudio, en aras de haber analizado una violación de forma cuyo único resultado consiste en corregirla y continuar el mismo procedimiento de fiscalización que ha sido impugnado por incurrir en vicios desde su origen, porque ello implica que, una vez emitido el nuevo oficio liquidatorio, basado en el mismo procedimiento de fiscalización, al ocurrir de nueva cuenta a su impugnación, la recurrente este en posibilidad de hacer valer los mismos conceptos de agravio que no fueron estudiados en su oportunidad, y que de ser procedentes y resultar fundados, lo único que se esta logrando con la omisión de su estudio y análisis oportuno por parte de la autoridad resolutora del recurso, es retardar la administración de justicia y entorpecer la eficiencia de la administración publica, motivo por el cual no debe omitirse en el análisis del recurso administrativo de revocación el estudio de conceptos de agravio en el contenidos, que puedan desvirtuar en forma absoluta la validez del acto impugnado.

Juicio No1116/97.- Sentencia de 7 de noviembre de 1997, aprobada por unanimidad de votos.

RTFF.3ª. Época. Marzo 1998, pp.279 y 280.  

AUTORIDADES. Las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite.

Jurisprudencia: Apéndice 1975, Octava Parte, Pleno y Salas, Tesis 46, Página 8

QUINTO.- Dejar sin efectos el acto impugnado, esto es el crédito fiscal o créditos fiscales que se combaten, así como todo lo actuado para supuestamente originarlo de acuerdo a lo establecido en el artículo 133, fracción IV del Código fiscal de la Federación en vigor.

PROTESTO LO NECESARIO

________________________________

PEÑA MACEDO ALMA LETICIA
Anexos: 

1.- Requerimiento de Obligaciones Omitidas con numero de control  No. 401669CH000050
2.- Formulario de pago FMP-1 emitido por la A.L.R M68 correspondiente al crédito No 189764 

3.- Formulario de pago FMP-1 emitido por la A.L.R M68 correspondiente al crédito No 190166 

4.- Formulario de pago FMP-1 emitido por la A.L.R M68 correspondiente al crédito No 189761 

5.- Formulario de pago FMP-1 emitido por la A.L.R M68 correspondiente al crédito No 190163 

